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El artículo 23 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, 

aprobada el 13 de diciembre de 2006 por Naciones Unidas reconoce el derecho de las 

personas con discapacidad a fundar una familia en iguales condiciones que los demás. 

Concretamente sus párrafos 2 y 3 señalan que: 

“1. Los Estados Parte tomarán medidas efectivas y pertinentes para poner fin a la 

discriminación contra las personas con discapacidad en todas las cuestiones 

relacionadas con el matrimonio, la familia, la paternidad y las relaciones personas, y 

lograr que las personas con discapacidad estén en igualdad de condiciones con los 

demás. 

2. Los Estados Parte garantizarán los derechos y obligaciones de las personas con 

discapacidad en lo que respecta a la custodia, la tutela, la guarda y la adopción de niños 

o instituciones similares, cuando estos conceptos se recojan en la legislación nacional; 

en todo caso se velará al máximo por el interés superior del niño. Los Estados Parte 

prestarán la asistencia apropiada a las personas con discapacidad para el desempeño de 

sus responsabilidades en la crianza de los hijos”. 

El artículo 3 de la Convención de Derechos del Niño de 20 de noviembre de 1989 

consagra el principio del “interés superior del menor”, lo que significa que las 

autoridades sociales, administrativas y jurídicas han de tener en cuenta el interés 

superior de los niños y niñas cuando tengan que tomar una decisión en relación a ellos. 

El Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y las Libertades 

Fundamentales declara en su artículo 8,  el derecho de toda persona al respeto de su vida 

privada y familiar, y el Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha interpretado que 

incluye un derechos de los padres a tomar medidas al objeto de poder reunirse con su 

hijo, y una obligación de las autoridades internas de facilitar dicha reunión. 

El artículo 92.8 Código Civil establece que el Juez a instancia de una de las partes y 

previo informe del Ministerio Fiscal, podrá acordar la guarda y custodia compartida 

fundamentándola en que solo de esta forma se protege adecuadamente el interés 

superior del menor. 

Por su parte, el Tribunal Supremo viene incidiendo en la bondad del sistema de guarda 

y custodia compartida e interpreta que este régimen debe ser el normal y deseable, 

permite que el derecho que tienen niños y niñas a relacionarse con ambos progenitores 

sea efectivo, aun en situaciones de crisis. 



A la vista de lo anterior se analiza en el presente trabajo la influencia de la discapacidad 

de alguno de los progenitores en la atribución de la guarda  custodia de sus hijos en los 

procesos de crisis matrimonial o de pareja, partiendo del interés superior del menor 

como elemento de ponderación en las decisiones de los Tribunales, para ello analizamos 

las Sentencias del Tribunal Europeo de Derechos Humanos que han resuelto asuntos 

relativos a la restricción del derechos de visita de padres con discapacidad, así como la 

jurisprudencia del Tribunal Supremo y los criterios seguidos por las Audiencias 

Provinciales. 

 


